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Valledupar, 13 de junio 2023 

 

 

 

SEÑOR JUEZ 

E.S.D. 

 

 

ASUNTO: ACCION DE TUTELA POR VIOLACIÓN  AL DEBIDO PROCESO, 

CONTRADICCION, DEFENSA Y DEMAS QUE CONSIDERE SU SEÑORIA, FRAUDE 

PROCESAL. 

ACCIONATE: LUIS CARLOS ESTRADA ALVAREZ  CC. 18.958.903 

    ACCIONADO: JUZGADO 03 CIVIL MUNICIPAL VALLEDUPAR – CESAR 

                           IRWIS GAMEZ BRACHO CC. 

                           FONDRUMOND NIT:  
                        

                        

                         

LUIS CARLOS ESTRADA ALVAREZ,  identificado(a)  con  CEDULA  NUMERO    

18.958.903 Actuando en mi propio nombre, con todo respeto manifiesto a 

usted que en ejercicio del derecho de tutela consagrado en el artículo 86 de 

la Constitución Política y reglamentado por el Decreto 2591 de 1991, por 

medio del presente escrito formulo acción de tutela contra la entidad 

JUZGADO 03 DE CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUPAR – CESAR, 

FONDRUMMOND E IRWIS GAMEZ BRACHO  a fin de que se le ordene dentro 

de un plazo prudencial perentorio, en amparo de mi derecho fundamental de 

petición, sea resuelta mi solicitud formulada a dichas instituciones. 

 

HECHOS 

 

1. Actualmente funje un proceso en mi contra en  el juzgado 

accionado que tiene sentencia 

2. El proceso tiene como demandante la entidad FONDRUMOND RAD: 
20001400300320200008100 

3. Nunca fui notificado de la sententencia en debida forma, 

actualmente no tengo acceso a la sentencia para poder 

interponer recurso, puesto que no fui notificado ni del auto que libra 

mandamiento de pago. 
4. El día 08 de septiembre de 2016, en la ciudad de Valledupar, El señor LUIS 

CARLOS ESTRADA  acepto ser codeudor de un crédito al que de forma 

verbal le afirmaron el señor IRWIS GAMEZ BRACHO  y un asesor de 

fondrumond por el total de treinta y cinco millones de pesos  (35.000.000) 

moneda legal. El codeudor firmo creyendo en la buena fe y testimonio  

de estos. 
5. Pasados los días según afirma el señor IRWIS GAMEZ, le hicieron la propuesta 

de recogerle otras deudas, con el mismo codeudor, a lo que el acepto sin 

comunicarme, ni la empresa ni el me comunicaron. 

6. El día 18 de febrero de 2020,  radica un proceso ejecutivo en mi contra por 

valor de  (100.000.000), pagare que nunca recepcióne  ni firme por ese 

valor. 

7.  No Está de más decir, que esto está afectándome, puesto que estoy 

reportado negativamente en las centrales de riesgos por una obligación 

que ya se encuentra prescrita, además demandado ejecutivamente 

desde 2020, una deuda que colocaron a mi nombre sin mi consentimiento, 

usando información previa sin hablarme claramente o informarme, además 

un dinero que nunca recibí o disfrute. 
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8.  Poseo audio de conversación con el señor IRWIS GAMEZ donde se puede 

constatar todo lo que afirmo en esta denuncia y deseo que sea escuchado 

y aceptado como prueba. 

9. Presente contestación de la demanda que no fue tenida en cuenta, al 

momento de  la sentencia además denuncia por fraude procesal en la 

fiscalía y por hacer errar al juez. 
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DERECHO FUNDAMENTAL VIOLADO 

 

Con la omisión de realizar la notificación previa de la contraparte y 

del juzgado de darle curso al proceso sin ese requsito estimo que se 

está violando, entre otros de mis derechos fundamentales al derecho 

de defensa, contradicción y debido proceso 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las 

autoridades por motivos de interés general particular y a obtener 

pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante 

organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales 

También se viola el derecho fundamental consagrado en el artículo 

20 de la Constitución Política de Colombia que dice: “Se garantiza a 

toda persona la libertad de expresar y difundir su pensamiento y 

opiniones, la de informar y recibir información veraz e imparcial, y la 

de fundar medios masivos de comunicación.” 

El artículo 14 del Código Contencioso Administrativo (ley 1437 de 

2011), el cual regula el procedimiento administrativo a que están 

sometidas las actuaciones de las autoridades públicas cuando 

cumplan funciones administrativas, ordena: 

 

 

Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo 

norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición 

deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su 

recepción. 

 

Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes 

peticiones: 

 

1. Las peticiones de documentos deberán resolverse dentro de 

los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no 

se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para 
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todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido 

aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá 

negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y 

como consecuencia las copias se entregarán dentro de los 

tres (3) días siguientes. 

 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las 

autoridades en relación con las materias a su cargo deberán 

resolverse dentro de los treinta 

(30) días siguientes a su recepción. 

 

El derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Carta, es un 

derecho público subjetivo de la persona para acudir ante las 

autoridades con miras a obtener pronta contestación a una solicitud 

o queja. A diferencia de los términos y procedimientos jurisdiccionales, 

el derecho de petición es una vía expedita de acceso directo a las 

autoridades y la posibilidad de ésta de no contestar las 

reclamaciones o solicitudes que conlleva la configuración del 

fenómeno del silencio administrativo, no debe entenderse como vía 

expedita para el desconocimiento del núcleo esencial del derecho 

fundamental de petición. 

La teoría del núcleo o contenido esencial de los derechos 

fundamentales es una garantía constitucional contra su vulneración. 

El núcleo esencial de un derecho fundamental puede definirse como 

el ámbito intangible del derecho cuyo respeto se impone a las 

autoridades y a los particulares. 

En la ponderación de valores constitucionales requerida en cada 

caso, es necesario garantizar una especial "fuerza de resistencia" a los 

derechos fundamentales, representada en la teoría del núcleo 

esencial, frente a otros valores jurídicos consagrados en la 

Constitución, por lo cual, el ejercicio efectivo del derecho de petición 

supone el derecho a obtener una pronta respuesta o resolución. Las 

dilaciones indebidas en la tramitación y respuesta a una solicitud, 

constituye vulneración del derecho fundamental de petición, 

derecho que tampoco está, ni puede estar sometido a razones de 
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trámite como volumen de solicitudes por resolver, orden de 

solicitudes, carencia de personal, etc. Toda vez que la Constitución 

Política contiene una escala de valores impide, salvo casos de 

extrema necesidad, conceder prioridad a un bien jurídico por encima 

de un derecho fundamental. La Constitución es norma de normas y la 

efectividad de los derechos fundamentales, tales como el de 

petición, en ningún caso puede ser anulada por razones de orden 

administrativo o procedimental. 

De todo lo anteriormente expuesto es forzoso concluir que, la no 

respuesta oportuna y de fondo por parte de la entidad de JAMAR a 

mi solicitud escrita constituye omisión violatoria de mi derecho 

fundamental de petición. 
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PROCEDENCIA Y LEGITIMIDAD 

 

Esta acción de tutela es procedente de conformidad con lo 

establecido en los artículos 1, 2, 5 y 9 del Decreto 2591 de 1991, ya 

que lo que se pretende es que se garantice mi derecho a presentar 

peticiones respetuosas ante la ley y recibir pronta resolución y el de 

informar y recibir información veraz e imparcial y, toda vez que, la 

petición consiste en una orden para que aquél respecto de quien se 

solicita la tutela actúe o se abstenga de hacerlo según el inciso 2° art. 

86 de la C.P.: siendo únicamente aceptables como otros medios de 

defensa judicial, para los fines de exclusión de la acción de tutela, 

aquellos que resulten aptos para hacer efectivo el derecho, es decir, 

que no tienen tal carácter los mecanismos que carezcan de 

conducencia y eficacia jurídica para la real garantía del derecho. 

La  existencia  de  otro  medio   de   defensa   ha   sido   

reiteradamente   explicada  por la honorable Corte Constitucional, en 

el sentido de que no siempre que se presentan varios mecanismos de 

defensa, la tutela resulta improcedente. Es necesario además una 

ponderación de eficacia de los mismos a partir de la cual se 

concluya que alguno de los otros medios existentes, es tan eficaz 

para la protección del derecho fundamental como la acción de 

tutela misma y en tal sentido en la Sentencia T-526 del 18 de 

septiembre de 1.992 Sala Primera de Revisión, manifestó: 

... Es claro entonces que el otro medio de defensa judicial a que 

alude el artículo 86 debe poseer necesariamente, cuando menos, la 

misma eficacia en materia de protección inmediata de derechos 

constitucionales fundamentales que, por naturaleza, tiene la acción 

de tutela. De no ser así, se estaría haciendo simplemente una burda y 

mecánica exégesis de la norma, en abierta contratación con los 

principios vigentes en materia de efectividad de los derechos y con 

desconocimiento absoluto del querer expreso del constituyente." 
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AUSENCIA DE PARALELISMO DE ACCIÓN 

 

De conformidad con los Artículos 37 y 38 del Decreto 2591/91 

manifiesto bajo gravedad de juramento que no he presentado otra 

Acción de Tutela respecto de los mismos Hechos y Derechos. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Fundamento mi solicitud según lo establecido en los artículos Art. 23 y 

86 de la Constitución Política de Colombia y Decretos Reglamentarios 

2591 de 1991, 306 de 1992 y D. L. 1382/2000; Art. 6° del C.C.A.; Decreto 

2150 de 1995, art. 10. 

Igualmente hay que tener en cuenta el artículo 16, parágrafo único 

de la ley 1437 de 2011 que dice: 

 

PARÁGRAFO. La autoridad tiene la obligación de examinar 

integralmente la petición, y en ningún caso la estimará incompleta 

por falta de requisitos o documentos que no se encuentren dentro del 

marco jurídico vigente y que no sean necesarios para resolverla. 

 

PRETENSIONES 

 

1. Se ampare mi derecho fundamental a la defensa 

contradicción y debido proceso. 

2. Se ordene al accionado(a), que dentro de las 48 horas 

siguientes a la notificación de la Sentencia produzca la(s) 

respuesta(s) de forma y de fondo, dándome acceso al link del 

proceso a mi correo para tener conocimiento de la sentencia 
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3. Se declaren sin efecto las acciones en mi contra hasta no ser 

debidamente notificado para ejercer mi defensa e interponer 

recurso.
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ANEXOS 

 

Anexo a la presente tutela los siguientes documentos: 

 Cd, audio donde el señor Irwis Gamez reconoce haber 

actuado con FONDRUMMOND a mis espaldas. 

 Radicado de denuncia por fraude procesal y abuso de 

buena fe en contra de Irwis gamez y Fondrummond 

 

NOTIFICACIONES 

 

La entidad accionada, puede ser notificada en: 

 JUZGADO 03 civil municipal de Valledupar 

csercfvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 FONDRUMMOND: gerencia@fondrummond.com  

 Irwis gamez bracho: NAC2203@hotmail.com  
 

 

 

La parte accionante: 

Dirección: Ap 401 Torre 4 conjunto cerrado torres del norte 

Celular: 318 6944015 

E-mail: axiomadatacifin@gmail.com luiskarlos0384@hotmail.com  

 

ATENTAMENTE: 

 

LUIS CARLOS ESTRADA ALVAREZ 

CC. 18.958.903 
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